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Segundo. Contra la anterior Resolución, don Miguel Angel
Alejo Serrano, actuando en nombre y representación de Pun-
tocash, S.A., interpone recurso de alzada, en el que reitera
que debido a un cambio en la directiva de la sociedad no
se ha tenido conocimiento de los hechos imputados, por lo
que no se le puede atribuir mala fe, ni está en su ánimo,
impedir u obstruir la labor inspectora.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, así como la
Orden de 18 de junio de 2001, por la que se delegan com-
petencias en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Notificada la Resolución recurrida al interesado
con fecha 18 de noviembre de 1999, interpone recurso de
alzada el día 21 de diciembre de 1999 según sello de entrada,
por tanto, fuera del plazo de un mes establecido para la inter-
posición del recurso de alzada en el artículo 115 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, en su redacción dada con-
forme a la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Teniendo en cuenta el carácter extemporáneo del recurso
presentado, no se entra a conocer del fondo del asunto.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; el Real
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, Reglamento del Pro-
cedimiento para el ejercicio de la Potestad Sancionadora, y
demás disposiciones concordantes, preceptos y Resoluciones
mencionados y de general aplicación, esta Secretaría General
Técnica

R E S U E L V E

No admitir a trámite, por extemporáneo, el recurso de
alzada interpuesto por don Miguel Angel Alejo Serrano, actuan-
do en nombre y representación de Puntocash, S.A., contra
la Resolución de la Delegación Provincial de la Consejería
de Trabajo e Industria de Jaén, de fecha 10 de noviembre
de 1999, reca ída en el expediente sancionador
núm. 23091/98, instruido por infracción en materia de pro-
tección al consumidor, confirmando la resolución recurrida
en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 17 de diciembre de 2001. El Secretario

General Técnico, P.D. (Orden de 11.12.98). Fdo.: Sergio
Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 4 de marzo de 2002, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
resolución adoptada por el Consejero de Gobernación
al recurso de alzada interpuesto por doña Ana Pedraza
Montero contra la resolución recaída en el Expte.
núm. 81/98.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente doña Ana Pedraza Montero contra resolución del
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e
Industria en Cádiz, por la presente se procede a hacer pública
la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por doña Ana
Pedraza Montero, actuando como titular del comercio de ar-
tículos de fotografía situado en C/ Aviador Durán, núm. 2,
de Rota, contra la Resolución de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria de Cádiz, de fecha 18
de noviembre de 1999, recaída en el expediente sancionador
81/98, instruido por infracción en materia de protección al
consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. El Delegado Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Cádiz dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a doña Ana Pedraza Montero una sanción
de treinta mil pesetas (30.000 ptas.) (180,30 euros), como
responsable de una infracción calificada de leve, de confor-
midad con el artículo 6.4 del Real Decreto 1945/83, de 22
de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de la producción
agro-alimentaria, y artículo 35 de la Ley 26/84, de 19 de
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios,
y artículos 3.3.6 del Real Decreto 1945/83, de 22 referido
anteriormente, en relación con los preceptos contenidos en
el artículo 4.1 del Decreto 171/1989, de 11 de julio (BOJA
núm. 63, de 3 de agosto de 1989), y art. 34.10 de la
Ley 26/84, de 19 de julio citada, modificada por la
Ley 7/1988, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de
la Contratación; por los siguientes hechos: “se comprueba por
la inspección, según acta núm. 000320/98, levantada en
el establecimiento “Discos Osana”, sito en C/ Aviador Durán,
núm. 2, de Rota (Cádiz), que no posee expuesto al público
cartel reglamentario anunciador de las hojas de reclama-
ciones”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, el interesado
interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en el que,
en síntesis, reitera en anteriores escritos presentados durante
el procedimiento en el sentido de considerar que se ha pro-
ducido la caducidad de acciones en base al art. 18 del
R.D. 1945/83 en tanto en cuanto los hechos que se le imputan
ocurrieron el día 1.6.98 y la notificación sobre la incoación
del expediente se produce transcurridos más de seis meses
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desde aquella fecha. Además, manifiesta, en cuanto al fondo
del asunto:

- No existe causa que justifique la imposición de la san-
ción en la cuantía impuesta.

- Falta de culpabilidad.
- Subsidiariamente, sanción mínima.

A los anteriores hechos, les son de aplicación los
siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el
artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Se considera prioritario, para la resolución del
recurso planteado, el análisis acerca de la alegada caducidad
del expediente. En el artículo 18 del R.D. 1945/1983, por
el se regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de producción agro-alimentaria, se contem-
plan dos tipos de caducidad que se corresponden a las previstas
en los apartados 2) y 3) del citado artículo. El primero establece
“Caducará la acción para perseguir las infracciones cuando,
conocida por la Administración la existencia de una infracción
y finalizadas las diligencias dirigidas al esclarecimiento de los
hechos, hubieran transcurrido seis meses sin que la autoridad
competente hubiera ordenado incoar el oportuno procedimien-
to”. La fecha de levantamiento del acta es el 1 de junio de
1998 (folio 4), y desde ese momento hasta la notificación
del Acuerdo de Iniciación, el 3 de diciembre de 1998, ha
transcurrido el plazo de caducidad de seis meses.

A su vez, el apartado 3 dispone: “Iniciado el procedimiento
previsto en los artículos 133 a 137 de la Ley de Procedimiento
Administrativo y transcurrido seis meses desde la notificación
al interesado de cada uno de los trámites previstos en dicha
Ley, sin que se impulse el trámite siguiente, se producirá la
caducidad del mismo, con archivo de las actuaciones, salvo
en el caso de la resolución, en que podrá transcurrir un año
desde que se notificó la propuesta”.

Del examen del expediente se desprende que, iniciado
el procedimiento sancionador mediante Acuerdo de fecha 24
de noviembre de 1998, notificado el 3 de diciembre de 1998,
y siendo la Propuesta de Resolución de 18 de octubre de
1999, notificada según copia de acuse de recibo que obra
en el expediente el 26 de octubre de 1999, se comprueba
que el plazo de seis meses establecido en la normativa referida
ha transcurrido sobradamente. Procede, en consecuencia, esti-
mar el recurso interpuesto, anulando la resolución recurrida,
por caducidad del procedimiento sancionador instruido.

Por consiguiente, apreciada la caducidad, no procede
entrar a valorar el fondo de las alegaciones presentadas.

Vistos, la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985,
de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agro-alimentaria; el Decreto 171/1989,
de 11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas
y reclamaciones de los consumidores y usuarios en Andalucía;
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto;
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora y demás disposiciones concordantes y de general
aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

Estimar el recurso de alzada interpuesto por doña Ana
Pedraza Montero, actuando como titular del comercio de ar-
tículos de fotografía situado en C/ Aviador Durán, núm. 2,
de Rota, contra la Resolución de la Delegación Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria de Cádiz, de fecha 18
de noviembre de 1999, recaída en el expediente sancionador
81/98, instruido por infracción en materia de protección al
consumidor, revocando la misma y dejando sin efecto la san-
ción impuesta.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 21 de diciembre de 2001. El Secretario
General Técnico, P.D. (Orden de 11.12.98). Fdo.: Sergio
Moreno Monrové.»

Sevilla, 4 de marzo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 22 de febrero de 2002, de la
Dirección General de Administración Local, por la que
se autoriza al Ayuntamiento de Ibros (Jaén) para que
enajene una vivienda de sus bienes de propios al vecino
ocupante de la misma.

Ha tenido entrada en esta Dirección Administración Local
escrito del Ayuntamiento de Ibros (Jaén) solicitando la auto-
rización para enajenar una vivienda de sus bienes de propios
al adjudicatario de la misma. La vivienda objeto de enajenación
es la que se relaciona a continuación:

1. Vivienda sita en C/ Triana, número 4, a favor de don
Francisco Moyano Cámara, por el precio de 5.653,42 euros.
Tiene una superficie de 103,90 m2.

Dicha solicitud se acompaña de la correspondiente docu-
mentación, siendo especialmente significativa la que acredita
la posesión pacífica y continuada del ocupante de la vivienda
objeto de enajenación por un tiempo superior a dos años,
así como su residencia efectiva.

La legislación a tener en cuenta en la materia que nos
ocupa está representada por la Disposición Adicional Primera
de Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que aprueban
medidas fiscales, presupuestarias, de control y administrativas
que señala que «Las Entidades Locales que no hayan ena-
jenado directamente los inmuebles de su propiedad en el plazo
señalado en el apartado 1 de la Disposición Transitoria Primera
de la Ley 7/99, de 29 de septiembre, de Bienes de las Enti-
dades Locales de Andalucía, podrán enajenar directamente


